BOLETÍN  Nº  738-14,  refundido con el Boletín Nº 674-14.
INFORME COMPLEMENTARIO AL SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO,
recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el D. F. L. Nº 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, con el objeto de favorecer la mejor calidad de la construcción.
HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Vivienda   y Urbanismo, tiene el honor de presentaros su informe complementario al segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en una Moción de los HH. Diputados señores Carlos Dupré, Ramón Elizalde, Rubén Gajardo, Mario Hamuy y Andrés Palma y de los ex Diputados señores Gustavo Cardemil, Luis Leblanc y Guillermo Yunge(Boletín 738-14), refundido con la Moción del H. Senador señor Arturo Freí, referente a los estudios técnicos requeridos para el otorgamiento de los permisos de edificación y urbanización contemplados en la Ordenanza General de Construcción y Urbanización (Boletín N^ 674-14).
Cabe hacer presente que el Senado, en sesión celebrada en miércoles 21 de junio de 1995, acordó que el proyecto volviera a Comisión con el objeto de estudiar nuevamente las indicaciones Nº 19 y  de la H. Senadora señora Feliú, que fueron reglamentariamente renovadas ante la Sala de la Corporación.
Concurrieron  a  las  sesiones  en  que vuestra Comisión estudió las aludidas indicaciones el señor Edmundo Hermosilla Hermosilla, Ministro de Vivienda y Urbanismo, el señor Sergio Galilea Ocón, Subsecretario de Vivienda y Urbanismo, el señor José Manuel Cortínez, Jefe de la División Técnica de Estudio y Fomento Habitacional de dicha Secretaría de Estado y la señora Jeannette Tapia Fuentes, abogado asesor de la misma Cartera; el señor Jaime Muñoz Peragallo, Presidente de la Comisión Permanente de la Vivienda de la Cámara Chilena de la Construcción y el señor Pedro García Morales, abogado asesor de la referida organización; los señores Miguel Saavedra, Miguel Castillo y Hernán Cardemil, Director de Obras, Arquitecto y Jefe de Permisos de Edificación, respectivamente, de la I. Municipalidad de Santiago y el señor Mario Cortés, Secretario de Asistencia Técnica de la Asociación Chilena de Municipalidades.
Se deja constancia, tal como se expresó en el segundo informe, que el Na 9) del artículo único, en cuanto dice relación con atribuciones de las municipalidades, debe ser aprobado con el quorum exigido por el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental, en el carácter de norma orgánica constitucional.
Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que las indicaciones números 19 y 25, renovadas, se aprobaron con modificaciones.
ARTICULO ÚNICO
Nº 6 bis
La Comisión, en su segundo informe, por las razones allí expresadas, aprobó en el numeral 6 bis del proyecto, la sustitución del artículo 118, del decreto con fuerza de ley N2 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, por el siguiente:
Reemplázase el artículo 118, bis por el siguiente:
"Artículo 118.- La Dirección de Obras Municipales tendrá un plazo de 15 días para pronunciarse sobre los permisos de viviendas individuales y obras menores, y de 30 días respecto de edificios colectivos o conjuntos habitacionales, contados desde la fecha de presentación de la solicitud de permiso. Cumplidos dichos plazos sin que hubiere pronunciamiento, se entenderá denegado el permiso por la Dirección de Obras.
Denegado  el  permiso  por  la  aludida Dirección sea expresa o presuntivamente, el solicitante podrá presentar un recurso de reposición ante dicha autoridad, en el plazo de 15 días contados desde la notificación de la resolución sobre el permiso o del vencimiento del plazo, sin que el Director de Obras Municipales se hubiere pronunciado. Para resolver este recurso el Director de Obras Municipales, dentro del plazo de 5 días contados desde la recepción del recurso, deberá solicitar, acompañando los antecedentes del caso, un informe técnico a la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, la que tendrá un plazo de 20 días hábiles para evacuarlo. Recepcionado el informe el Director de Obras Municipales, deberá pronunciarse dentro del plazo de 10 días. Vencido dicho plazo, si el informe de la mencionada Secretaría fuere favorable y no existiere pronunciamiento de la Dirección de Obras Municipales, se entenderá acogido el recurso y en consecuencia otorgado el permiso.".
Cabe  hacer presente  que  el  artículo 118,  vigente,  de  la  Ley  General  de  Urbanismo  y Construcciones, es de-1 siguiente tenor:
"Artículo 118.- La Dirección de Obras Municipales tendrá un plazo de 15 días para pronunciarse sobre los permisos de viviendas individuales y obras menores, y de 30 días respecto de edificios colectivos o conjuntos habitacionales, contados desde la fecha de presentación de la solicitud de permiso.
Si cumplidos dichos plazos no hubiere pronunciamiento por escrito sobre el permiso o éste fuere denegado, el interesado podrá reclamar ante la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo. Esta señalará un plazo de 15 días a aquélla para que evacué su resolución, si rio se hubiere pronunciado. Vencido este nuevo plazo sin que aún hubiere pronunciamiento, se entenderá denegado el permiso por la Dirección de Obras.
Denegado  el  permiso  por  la  aludida Dirección, sea expresa o presuntivamente, la Secretaría Regional en referencia podrá acoger el reclamo, si fuere procedente, y ordenará que se otorgue, en tal caso, el permiso, previo pago de los derechos municipales correspondientes.
El interesado tendrá el plazo fatal de 30 días para deducir el reclamo a que se refiere este artículo, contado desde la fecha en que se denegare expresamente el permiso o en que venza el plazo para pronunciarse.".
La indicación Nº 19,  de la H. Senadora señora Feliú, renovada, propone modificar el recién transcrito artículo 118 del decreto con fuerza de ley Ne 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, en la siguiente forma:
"Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 118:
"a) Sustituyese en el inciso segundo la expresión "se entenderá denegado" por "se entenderá aprobado";
b)  Suprímese en el inciso tercero la frase "sea expresa o presuntivamente" y la coma (,) que la sigue;
c) Agrégase en el inciso guarto, luego del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente oración:
"La respectiva Secretaria Regional Ministerial, a su vez, dispondrá de un plazo de quince días hábiles para pronunciarse, en cada oportunidad en que su intervención sea requerida, transcurrido este plazo sin que se haya emitido el correspondiente pronunciamiento, el permiso se entenderá aprobado.".".
La H. Senadora señora Feliú planteó que el asunto en análisis dice relación con una norma que se modificó y a la cual, estrictamente, se habían planteado unas indicaciones que atendían a un aspecto formal de la disposición, pero esta Comisión entró a un tema muy de fondo que se vincula con la participación del Ministerio de la Vivienda y con funcionarios de esa Secretaría de Estado en relación con decisiones adoptadas por la Dirección de Obras Municipales. En efecto, agregó la señora Senadora, esta Comisión consideró que atendida la reforma de normas constitucionales aplicables a las municipalidades, éstas tenían tal independencia o autonomía que ello era inconciliable con un sistema de recursos a resolver ante el Ministerio de la Vivienda.
Continuó expresando que el tema es muy profundo y difícil, y su análisis debería hacerse, también, sin perjuicio del examen que haga esta Comisión en la materias que correspondan al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, por la Comisión de Gobierno, Regionalización y Descentralización del Senado, toda vez que la vinculación del municipio con otros organismos del Estado, en general, no es propio solamente  del  ámbito  de  la  vivienda  sino  que  de prácticamente todos los ámbitos.
Estimó Su Señoría que desde el punto de vista formal, esta Comisión ha planteado, por indicación parlamentaria, la supresión de una potestad o facultad del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, materia que, en conformidad a lo dispuesto en el articulo 62 de la Constitución Política, en lo relativo a determinar facultades de los órganos del Estado, corresponde a la iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República. La modificación efectuada infringe la citada norma constitucional, sin perjuicio de que en virtud del planteamiento de fondo, la Comisión considere que no le ha suprimido ninguna facultad al Ministerio de la Vivienda, sobre la base que entiende derogadas de pleno derecho aquellas normas que establecen un pronunciamiento en caso determinado respecto de actuaciones del municipio o de la Dirección de Obras Municipales, que es una entidad que integra la comuna.
Señaló Su Señoría que en cuanto a la independencia que esta Comisión considera que tienen los municipios, en principio, no se puede arribar a otra conclusión de que no es admisible un sistema de autonomía absoluta en ningún órgano del Estado. Las municipalidades tienen autonomía sólo en los casos que establece la ley, autonomía que puede ser absoluta o relativa, según corresponda.
Recordó  la  señora  Senadora  lo  que ocurre con los Poderes del Estado. Ellos son separados, independientes unos de otros, pero tienen naturalmente interrelaciones propias del sistema jurídico general.
No hay autonomías completas. Las municipalidades, a todos nos parece muy conveniente que tengan recursos entre otros del Gobierno Regional. Ello parece lógico, porque los municipios están insertos dentro del Gobierno Interior del Estado, no precisamente porque se trate de un ente raro, extraño, sino que porque es un ente público, autónomo, pero no absolutamente.
Agregó  que  no  consideraba  que  la reforma constitucional sobre administración comunal ni la reforma de la Ley Orgánica de Municipalidades hayan transformado a los municipios en unos entes absolutamente autónomos, y no se conoce ningún precedente en nuestro sistema jurídico, en que se otorgue una autonomía de tal naturaleza a un órgano del Estado, que haga imposible que sus decisiones puedan ser reconocidas o conocidas por otra autoridad.
Señaló que, en su opinión, había otro tema muy importante, y es que la ley ha perdido correspondencia o armonía en sus distintas normas porque aparte del artículo que se modifica por la iniciativa legal en informe existe el artículo 12 del D.F.L. Ns 458, que contiene una disposición de carácter general que permite reclamar de las decisiones municipales ante la Secretaría Regional del MINVU, la que resuelve en segunda instancia de las reclamaciones interpuestas en contra de las resoluciones dictadas por los Directores de Obras y el reclamo deberá ser interpuesto en el plazo de 30 días contados desde la notificación administrativa. Afirmó que como esta norma no se modifica se produciría una desarmonía en el fundamento del sistema que rige al sector vivienda, como es la Ley General de Urbanismo y Construcciones.
Añadió Su Señoría, que en virtud de lo expuesto no es conveniente alterar la normativa general vigente, sin perjuicio de que se estudien y consideren determinados perfeccionamientos. Se trata de un tema relevante, de gran aplicación práctica, referido a problemas concretos, prácticos y cuantiosos. Por lo anterior, reiteró, correspondería analizarlo y concordarlo con otras Comisiones del Senado, entre ellas la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, porque las relaciones del municipio son con todos los ámbitos del quehacer o de las decisiones.
Recordó la señora Senadora que en dos proyectos de ley recientemente aprobados, el de modificaciones al Estatuto Docente y a la Salud Primaria Municipal, respecto de las dotaciones que se fijan, las decisiones son revisadas por las Secretarias Regionales Ministeriales de Educación y de Salud, en su caso. Destacó que en la aprobación de estas normas nunca se planteó la inconstitucionalidad de las mismas.
Finalmente, Su Señoría exigió acotar el tema, aprobando su indicación tendiente a exigir que la Secretaría Regional Ministerial, al igual que la Dirección de Obras, disponga de un plazo de 15 días hábiles para pronunciarse en cada oportunidad en que su intervención sea requerida, y transcurrido dicho plazo, sin que haya emitido su informe, el permiso se entenderá aprobado, o sea, el silencio de la administración produce consecuencias jurídicas que son muy importantes para las personas que están vinculadas en esa materia.
El  señor  Ministro  de  Vivienda  y Urbanismo expresó que en el asunto en análisis compartía las argumentaciones de fondo y forma señaladas por la H. Senadora señora Feliú.
Agregó,  que  si  la Comisión quisiera modificar las atribuciones o la institución del Director de Obras Municipales, estimaba necesario realizar una sesión especial para dar una explicación detallada en orden a que dentro de la autonomía municipal hay -si se quisiera decir así- una autonomía del Director de Obras Municipales, lo- cual, probablemente, generaría distintas opiniones.
A mayor abundamiento, expresó que en las modificaciones que el Ejecutivo envió al Parlamento, se proponen enmiendas a la institución Dirección de Obras Municipales, referidas a la forma como se provee el cargo y a la duración de éste. Explicó que actualmente este es un cargo de carrera y solamente puede ser reemplazado su titular en caso de renuncia. En cuanto a sus atribuciones, resaltó que este funcionario es juez y parte, porque determina los planos reguladores y después sanciona y dirime los conflictos, concentrándose las facultades en la misma persona, ya que al desaparecer el asesor urbanista en la Ley Orgánica de Municipalidades, se terminó la división existente en los municipios en que había una entidad encargada de la planificación -el asesor urbanista- y otra -el Director de Obras-, encargada de la ejecución.
El H. Senador señor Diez manifestó que lo que se buscó con el artículo propuesto por la Comisión en su oportunidad, fue rio disminuir el poder municipal ni la autonomía municipal, pero, al mismo tiempo de entregar la resolución a la Dirección de Obras Municipales, se la obliga a pedir informe técnico al Ministerio de la Vivienda, de manera que la resolución de la Dirección de Obras Municipales es difícil que sea contraria al tenor del informe solicitado. Indicó el señor Senador que si bien el que está dando el permiso y quien resuelve el recurso es el propio Director, al exigirse informe del Ministerio, se mantiene la autoridad municipal, por una parte y, por otra, la deja, en los hechos, si no condicionada, al menos informada por los técnicos del Ministerio.
Agregó Su Señoría, que desde el punto de vista constitucional cree que no es posible dejar a las municipalidades subordinadas a los Ministerios, ya que, en su opinión, no corresponde a la autonomía municipal que asuntos de interés estrictamente local, como puede ser la decisisón de que si se construye o no en una determinada esquina de una ciudad, se deba llevar en definitiva a una resolución del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, pues ello es contrario a todo el sentido general de la regionalización.
Expresó el señor Senador que lo que convendría es dotar a la estructura municipal de la mayor calidad de información científica y técnica dentro de determinados plazos. Añadió que el tema, como lo resolvió la Comisión, es bastante equilibrado porque le da un plazo de 15 días a las viviendas individuales y de 30 respecto a los conjuntos habitacionales. Cumplido el plazo, si se aprueba, funciona; si se deniega o no se resuelve se concede un recurso de reposición ante la misma Dirección de Obras Municipales, con un plazo para resolver este recurso, que ya no puede resolverlo solo, sino que requiere informe del Ministerio, entidad que tendría intervención y conocimiento de lo que está sucediendo y podría pronunciarse sobre los casos que se presenten. Recibido el informe por el Director de Obras Municipales hay un plazo de 10 días para pronunciarse sobre el recurso, a través de una resolución que debería ser fundada si va en contra de lo opinado por el Ministerio.
El H. Senador señor Arturo Freí expresó que compartía lo señalado por el señor Ministro, en el sentido de que hay que ver el tema de los Directores de Obras Municipales, puesto que es un problema que está latente en todo Chile, fundamentalmente en las ciudades más importantes, corno Santiago, Valparaíso, Concepción, Viña del Mar. Señaló que no es por la vía de una indicación determinada que se pueda solucionar el problema de los Directores de Obras, que es mucho más profundo. Advirtió que mientras los Directores de Obras sigan siendo responsables con su peculio, de los permisos que otorgan, evidentemente nos vamos a encontrar con una situación bastante difícil en' todas la municipalidades de Chile.
Añadió Su Señoría que la finalidad que plantea el II. Senador señor Diez, en el sentido de que la Constitución Política es muy clara con respecto a la autonomía municipal, que el Ministerio de la Vivienda no puede pasar a llevar esa autonomía es una verdad, pero existe el problema recién indicado. Estimó que en el fondo hay que enfrentar cómo solucionar el problema, materia que podría no ser pertinente en el proyecto en análisis, salvo que se estimare estrictamente necesario, en cuyo evento Su Señoría asumiría el estudio pertinente.
Agregó el señor Senador,  que lo que persigue el señor Ministro de Vivienda y Urbanismo al decir que está de acuerdo con esta indicación, no es la interferencia de la Secretaria Regional Ministerial de Vivienda, sino solucionar un problema práctico que existe en todo el país.
El  señor  Ministro  señaló  que  el inconveniente se plantea no en aquellas comunas o en aquellos sectores de comunas en que se construyen fundamentalmente conjuntos de viviendas sociales, sino que los conflictos surgen justamente donde están las grandes inversiones, por lo cual es pertinente reflexionar si se está avanzando en el sentido correcto.
El H. Senador señor Diez expresó que el propósito es perfeccionar un sistema de descentralización, ya que cada vez que hay un negocio importante el criterio es volver a centralizarlo, porque se piensa que el organismo descentralizado y sus funcionarios no van a tener capacidad suficiente para resolver.
El H. Senador señor Arturo Frei, hizo presente que hay funciones descentralizadas a cargo de las Secretarias Regionales Ministeriales, con sus propias facultades, donde no interviene el Ministerio a nivel central. Indicó que el problema de fondo es el tema de la autonomía municipal, se sostiene que con la intervención del Ministerio de la Vivienda en la Secretaría Regional Ministerial estaría por sobre el Director de Obras, estaría violando la autonomía municipal. Expresó Su Señoría que la indicación renovada y la vuelta del proyecto a Comisión para tratar el punto en análisis, lo ha hecho repensar el tema de la autonomía municipal, que es algo que existe y se debe reconocer, pero si hay que precisar que la autonomía municipal no es una cosa absoluta. Las decisiones de los Directores de Obras o de cualquier funcionario municipal eventualmente deben tener un proceso de revisión si es que es necesario, porque no pueden esos funcionarios estar decidiendo en forma absoluta sobre una determinada materia.
La señora asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo señaló que, a su juicio, el tema a definir es si efectivamente en materias tan técnicas como ésta en las cuales evidentemente el Ministerio de la Vivienda tiene una preparación bastante más adecuada que los Tribunales, lo que corresponde es que desde una primaria instancia este asunto pase directamente a los tribunales de justicia y ellos sean los que estén definiendo situaciones tan puntuales como la construcción de un determinado edificio y llamar a peritos y consultar al Ministerio de la Vivienda, o si sería conveniente que en este caso las resoluciones del Director de Obras pudieran ser revisadas por la instancia técnica correspondiente, para posteriormente pasar a los tribunales.
El H. Senador señor Diez estimó que si hay un conflicto, éste debe llevarse a una instancia judicial, precisamente porque los tribunales están para resolver conflictos; no puede haber una instancia administrativa, no puede ser que el poder central sea el que resuelva. Sugirió Su Señoría que se podría establecer un. reclamo ante la Corte de Apelaciones respectiva.
Finalmente, Su Señoría recordó que los considerandos 4 y 5 de la sentencia del Excino. Tribunal Constitucional -dictada antes de la reforma que agregó en forma expresa la expresión "autónomas" al texto del recaída en el artículo 107 de la Carta Fundamental- requerimiento de la H, Junta de Gobi.erno para que el Tribunal resolviera cuestiones de coristitucionalidad suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que establecía normas para resolver las cuestiones de competencia entre autoridades administrativas, Rol Ns 80, dicen:
"4a Que, es evidente que los conflictos que pudieran surgir entre organismos que gozan de autonomía constitucional no podrían ser resueltos por autoridades administrativas, pues ello significaría vulnerar la autonomía que la propia Constitución ha otorgado a estas entidades y que en esta situación estarían el Banco Central y la Contraloría General de la República de acuerdo con lo establecido en los artículos 87 y 97 de la Carta Fundamental;
5º  Que,  si  bien  es  cierto  que  la Constitución en su artículo 107 no dice expresamente que las Municipalidades son entes autónomos, su autonomía se infiere del propio texto constitucional, al establecer que las Municipalidades son corporaciones de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propios, y que sus atribuciones las derivan directamente de su ley orgánica constitucional. De acuerdo con la disposición mencionada es clara la autonomía constitucional de estos órganos, pues se trata de entes personificados que ha creado el Estado en el propio texto constitucional y cuyas atribuciones no las reciben del Poder Central, si no que de la ley orgánica constitucional.
Las Municipalidades son órganos descentralizados territorialmente, generados por la propia Constitución y que actúan con su propia personalidad jurídica de derecho público y con patrimonio propio, por lo que a juicio de este Tribunal serian órganos constitucionalmente autónomos, y las controversias en que incurran con otras entidades no pueden ser resueltas por autoridades administrativas dependientes del Poder Ejecutivo, pues ello significaría violar la autonomía que nuestro ordenamiento constitucional les ha otorgado;".
A continuación,  los representantes de la Cámara Chilena de la Construcción señalaron que la asociación gremial que representan considera que el proyecto de ley sometido al conocimiento de la Comisión, es una instancia propicia para resolver el delicado problema que se plantea en el ejercicio de actividades de construcción, consistente en la demora en ocasiones innecesaria e injustificada de algunas Direcciones de Obras, respecto del otorgamiento de permisos de edificación o recepciones de obras. Plantearon que esta situación se ve agravada por la inexistencia de un plazo de pronunciamiento para el SEREMI de Vivienda y Urbanismo, cuando un particular reclama de esta situación, de acuerdo con el actual artículo 118 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.
Reiteraron,  además, anteriores observaciones al proyecto, en cuanto a que coincidían con la indicación de la H. Senadora señora Olga Feliú, para disponer que el SEREMI de Vivienda tendría en adelante un plazo 15 días hábiles para pronunciarse sobre las reclamaciones que se le interpongan en virtud de los artículos 118 y 144 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.
Respecto  del  tema  de  la  autonomía municipal, opinaron que si bien los argumentos constitucionales, legales y jurisprudenciales invocados por la Comisión de Vivienda y Urbanismo revisten gran solidez, la autonomía municipal no puede ser entendida en un sentido tan estricto que impida al SEREMI de Vivienda conocer de la reclamación que hoy se contempla en la Ley General de Urbanismo y Construcciones.
Agregaron que por autonomía se entiende la potestad que dentro del Estado pueden gozar municipios, provincias, regiones u otras entidades de él, para regir intereses peculiares de su vida interior, mediante normas y órganos de gobierno propios. La potestad, a su vez, consiste en el dominio, poder, jurisdicción o facultad que se tiene sobre una cosa (Diccionario de la Lengua Española, Real Academia Española, Madrid, 1992).
Estimaron que  no se  trata  de  una autonomía concebida como la capacidad de autonormarse generando un derecho propio, ni una "justicia" propia, que prescinda de la posibilidad de recurrir a una entidad administrativa que entre sus funciones tiene la de supervigilar el cumplimiento por parte de las Direcciones de Obras Municipales de la Ley General de Urbanismo y Construcciones y de toda otra norma legal y reglamentaria referida a la misma materia, al tenor de lo dispuesto eri los artículos 12, letra k) y 24, del decreto ley N° 1.305, de 1976, Ley Orgánica del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo Añadieron que, si bien es cierto que subsiste la posibilidad de recurrir a los tribunales de justicia invocando protección ante un acto ilegal o arbitrario del Director de Obras, no puede desconocerse el carácter técnico de la resolución del SEREM1, que cuenta con un conocimiento presumiblemente más acabado de las normas sobre urbanismo y construcciones y que puede velar por su aplicación armónica para una misma Región.
Su vez, el mismo Indicaron  que articulo 1.18 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en la versión emanada de la omisión, otorga un valor decisorio al informe favorable del SEREMI en caso de ausencia de pronunciamiento por parte del Director de Obras, en lo cual  entienden un reconocimiento a la imposibilidad de establecer una autonomía absoluta para la Dirección de Obras Municipales. Afirmaron que ello deriva del hecho que las normas sobre urbanismo y construcciones no han sido establecidas sólo para regir intereses peculiares de la vida interior de cada municipio, sino también para lograr una cierta uniformidad sobre esta materia.
Hicieron presente que la experiencia de los socios de la Cámara Chilena de la Construcción muestra que el actual sistema del artículo 118 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones es adecuado, cuando se produce un pronunciamiento oportuno por parte del SEREMI. Su falencia se encuentra precisamente en que la ley omite conferir un plazo determinado para las actuaciones de esta autoridad.
Agregaron   que   les   preocupa   que, mediante la reforma propuesta por vuestra Comisión, se dilaten aún más los otorgamientos de permisos de edificación y de recepciones de obras por parte de diversas Direcciones de Obras Municipales. A ello se añade que en algunas circunstancias, una entidad técnica, como la Dirección de Obras, ha cedido a la presión del Concejo o del Alcalde de una Municipalidad, y no ha dado cumplimiento a claras normas sobre urbanismo y construcciones. En cambio, existiendo la instancia técnica del SEREMI, puede ser más expedita la solución a este tipo de problemas, que en este último tiempo no han sido infrecuentes.
Señalaron que  todo  lo  anterior,  los lleva a sugerir a la Comisión de Vivienda y Urbanismo del Senado, que se considere la posibilidad de mantener el actual articulo 118 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, pero estableciendo un plazo fatal para las actuaciones del SEREMI en las situaciones referidas en esa disposición y en el articulo 144. de la misma Ley.
Añadieron  que,  sin  embargo,  si  la Comisión estimare que es procedente instituir el recurso de reposición que ha aprobado en su segundo informe sobre la iniciativa legal en estudio, hacen presente la conveniencia de mantener en el citado articulo 118 plazos breves y estrictos para el cumplimiento de las actuaciones de los Directores de Obras, incluso con una responsabilidad más severa por los perjuicios que sus actuaciones u omisiones puedan causar a los solicitantes del otorgamiento de un permiso de edificación o de una recepción de obras.
Por último, consideraron adecuado que el nuevo inciso 6S propuesto para el artículo 144 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, relativo a la posibilidad de recurrir de reposición ante el Director de Obras cuando hubiere intervenido un Asesor Externo, se remita al articulo 118, sin necesidad de repetir el procedimiento que para tal evento se establece.
Por su parte,- los representantes de la Asociación Chilena de Municipalidades señalaron que es absolutamente necesario modificar el citado articulo 118, en orden a suprimir la facultad con que cuentan las Secretarias Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo para obligar a las Direcciones de Obras Municipales a que otorguen los permisos a que se refiere este articulo, aun cuando las Municipalidades lo hubieran denegado ya sea expresa o presuntivamente, de modo de compatibilizar la Ley General de Urbanismo y Construcciones a la realidad del sistema municipal chileno existente en la actualidad.
Sin   embargo,   estimaron   que   la modificación propuesta todavía es insuficiente, por cuanto mantiene la posibilidad de que sean las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda las que concedan los permisos, aun cuando los municipios se hubieran opuesto a tal medida, debido a lo exiguo de los plazos para que las Direcciones de Obras puedan entregar su pronunciamiento.
Sus afirmaciones las fundaron en que las Municipalidades cuentan hoy en día con autonomía para el ejercicio de sus funciones, establecida en la propia Constitución Política de la República y en la letra b) del artículo 3°, de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, que dispone que les corresponde en forma privativa aplicar las disposiciones sobre construcción y urbanización, en la forma que determinen las leyes, sujetándose a las normas técnicas de carácter general que dicte el. Ministerio respectivo.
En  virtud  de  estas  consideraciones afirmaron que no es posible sostener que a través de una ley simple se preterida desconocer la competencia privativa de los municipios en estas materias, y si bien sus decisiones deben considerar la legislación sectorial pertinente, ello no habilita a las autoridades ministeriales para inmiscuirse en materias netamente locales, ya que se produce un problema de prioridades entre lo que desea el Ministerio de Vivienda y las aspiraciones de la comunidad que vive en un determinado espacio territorial. Más aún cuando la competencia del Ministerio está determinada por la propia ley a temas de carácter general y no a resolver problemas particulares, como es el caso de la concesión de un permiso de construcción.
Luego de escuchadas  las opiniones de las entidades participantes se puso en votación la idea de perseverar en el texto aprobado por la Comisión, que establece un recurso de reposición ante el propio Director de Obras o mantener el artículo 118 de la actual Ley General de Urbanismo y Construcciones que considera un recurso ante el Secretario Regional Ministerial respectivo.
Manifestaron su intención positiva en orden a mantener el actual artículo  118 de la Ley 22 General de Urbanismo y Construcciones, la H. Senadora señora Feliú y los HH. Senadores señores Frei y Siebert, por las razones proporcionadas durante la discusión del proyecto. Por su parte, el H. Senador señor Diez, por los argumentos expresados en el curso de la tramitación del proyecto, votó por perseverar en el texto aprobado por la Comisión que establece un recurso de reposición ante el propio Director de Obras.
Resuelto  por  vuestra  Comisión  la mantención del actual articulo 118 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, ésta se dedicó al estudio del texto de la indicación Ne 19, renovada, que propone modificaciones al articulo 118, del siguiente tenor:
" Introdúcense las Siguientes modificaciones al articulo 118:

"a) Sustituyese en el inciso segundo la expresión "se entenderá denegado" por  "se entenderá aprobado"; 

b)  Suprímese en el inciso tercero la frase "sea expresa y presuntivamente" y la coma(,) que la sigue;
c) Agrégase en el inciso cuarto, luego del punto final que pasa a ser seguido la siguiente oración:
"La  respectiva  Secretaria  Regional Ministerial, a su vez, dispondrá de un plazo de quince días hábiles para pronunciarse, en cada oportunidad en que su intervención sea requerida, transcurrido este plazo  sin  que  se  haya  emitido  el  correspondiente pronunciamiento, el permiso se entenderá aprobado.".
Puestas en votación las letras a) y b) de la indicación renovada, fueron rechazadas con los votos en contra de los HH. Senadores señores Diez, Frei y Siebert y el voto a favor de la H. Senadora señora Feliú.
Respecto  de  la  letra  c),  vuestra Comisión acordó dividir la votación, pronunciándose en primer lugar respecto a la frase: "La respectiva Secretaria Regional Ministerial, a su vez, dispondrá de un plazo de quince días hábiles para pronunciarse, en cada oportunidad en que su intervención sea requerida."
- Vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú y señores Diez, Frei y Siebert, aprobó esta parte de la indicación renovada, pero agregando dicha frase al final del inciso tercero del articulo 118 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.
- Puesta en votación la segunda parte de la letra c) de la indicación renovada que señala: "transcurrido este plazo sin que se haya emitido el correspondiente pronunciamiento, el permiso se entenderá aprobado.", resultó rechazada con los votos en contra de los HH. Senadores señores Diez, Frei y Siebert y el voto a favor de la H. Senadora señora Feliú.
Nº9
El texto del numeral 9), del artículo único, aprobado en el primer informe de vuestra Comisión, al cual se le formuló la indicación Ns 25, renovada, es el siguiente:
"9) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 144:
a) Agréganse  corno  incisos  primero, segundo, tercero, cuarto y quinto nuevos, los siguientes:
"Artículo 144.- La Dirección de Obras Municipales podrá encomendar la revisión de los proyectos de construcción para el otorgamiento de permisos de edificación, así como las gestiones necesarias para la recepción de las obras, a asesores externos, personas naturales o jurídicas con inscripción vigente en un registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Estas personas deberán suscribir, previo concurso, un contrato con la Municipalidad, debiendo rendir caución o fianza que garantice el cumplimiento de sus obligaciones a satisfacción de la Municipalidad.
El asesor externo deberá cumplir con todas las disposiciones legales, reglamentarias y normativas a que están sujetas las respectivas Direcciones de Obras Municipales para el otorgamiento de permisos de edificación y para la recepción de obras, debiendo emitir los informes que se requieran para tal efecto.
La Dirección de Obras Municipales podrá proceder a otorgar el permiso de construcción o la recepción definitiva, según corresponda, sin nuevo trámite, con el solo mérito del informe favorable que emita en cada caso dicha supervisión técnica y de los documentos que para tal efecto exija la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.
En estos casos la Dirección de Obras Municipales deberá pronunciarse por escrito sobre el permiso de construcción o la recepción de las obras, según corresponda, dentro del plazo de 10 días hábiles contados desde la fecha de la solicitud. Transcurrido dicho plazo sin que la Dirección de Obras Municipales se hubiere pronunciado, el permiso o la recepción se entenderán automáticamente otorgados. En caso de rechazo, éste deberá acompañarse de un informe escrito que lo fundamente. El interesado podrá presentar dicho informe a la consideración del Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, quien deberá pronunciarse por escrito dentro de los 10 días hábiles de recibida la apelación.
Los  particulares  que  presentan  un proyecto de construcción ante una Municipalidad, podrán solicitar que se recurra a un asesor externo para los efectos señalados en los incisos precedentes, en cuyo caso el costo del contrato respectivo será a su entero cargo.".
b)  Consultar,  como  inciso sexto del actual articulo 144, su inciso primero, sin enmiendas.
c) Contemplar, como inciso séptimo del actual articulo 144, su inciso segundo, con la sola modificación de intercalar entre la palabra "totales" y
el punto final (.), la siguiente oración: "que no cuenten con la asesoría externa establecida en el presente articulo. " . " .
Por  otra
parte,  el  numeral  9,  del artículo único, aprobado
por vuestra Comisión, en su segundo informe es el que
se indica a continuación:
"9) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 144:

a)  Agregánse  como  incisos  primero, segundo, tercero, cuarto quinto y sexto nuevos, los siguientes:
"Artículo 144.- La Dirección de Obras Municipales podrá encomendar la revisión de los anteproyectos y de los proyectos de construcción para el otorgamiento de permisos de edificación, así como las gestiones necesarias para la recepción de las obras, a asesores externos, personas naturales o jurídicas con inscripción vigente en un registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Estas personas deberán suscribir, un contrato con la Municipalidad, debiendo rendir caución o fianza que garantice el cumplimiento de sus obligaciones a satisfacción de la Municipalidad.
Los  particulares  que  presenten  un proyecto de construcción ante una Municipalidad, podrán solicitar que se les designe uri asesor externo que cumpla con los requisitos antes señalados, en cuyo caso el costo del contrato respectivo será a su entero cargo. La Municipalidad no podrá rechazar esta petición.
En el cumplimiento de su cometido, los asesores externos deberán verificar que los anteproyectos, los proyectos y las obras sometidas a su estudio, cumplan con todas las disposiciones legales, reglamentarias y normativas a que están sujetas las respectivas Direcciones de Obras Municipales para el otorgamiento de permisos de edificación y para la recepción de obras, debiendo emitir los informes que se requieran para tal efecto.
El o los asesores externos que contrate o designe la Municipalidad en virtud de lo dispuesto en los incisos anteriores, mientras desempeñen la función, estarán impedidos para actuar profesionalmente como proyectistas o constructores en obras que se ejecuten dentro del territorio de la respectiva comuna; como tampoco podrán ser socios, formar parte o tener interés en empresas de construcción que desarrollen proyectos u obras en la misma comuna.
La Dirección de Obras Municipales podrá proceder a otorgar el permiso de construcción o la recepción definitiva, según corresponda, sin nuevo trámite, con el solo mérito del informe favorable que emita en cada caso dicha supervisión técnica y de los documentos que para tal efecto exija la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.
Cuando  haya  intervenido  un  asesor externo y la Dirección de Obras Municipales no se hubiere pronunciado dentro de los plazos señalados en el inciso primero del artículo 118, el permiso de construcción o la recepción de las obras, según corresponda, se entenderán automáticamente otorgados. En caso de rechazo el solicitante podrá presentar un recurso de reposición ante dicha autoridad, en el plazo de 15 días contados desde la notificación de la negativa del otorgamiento del permiso. Para resolver este recurso el Director de Obras Municipales, dentro del plazo de 5 días contados desde la recepción del recurso, deberá solicitar, acompañando los antecedentes del caso, un informe técnico a la Secretaria Regional correspondiente del Minis'terio de Vivienda y Urbanismo, la que tendrá un plazo de 10 días hábiles para evacuarlo. Recepcionado el informe el Director de Obras Municipales deberá pronunciarse dentro del plazo de 5 días hábiles. Vencido dicho plazo sin que existiere pronunciamiento se entenderá acogido el recurso y en consecuencia otorgado el permiso o la recepción, según corresponda.".
b) Consultar, como inciso séptimo del actual artículo 144, su inciso primero, sin enmiendas.
c) Contemplar, como inciso octavo del actual artículo 144, su inciso segundo, con la sola modificación de intercalar entre la palabra "totales" y el punto final (.), la siguiente oración: "que no cuenten con la asesoría externa establecida en el presente artículo.".".
La indicación Nº 25, también de la H. Senadora señora Feliú, que fue renovada, agrega en el inciso tercero del artículo 144, modificado por el numeral 9, una oración final que se refiere a las responsabilidades a las cuales debe estar afecto el asesor externo, institución que se consagra en este artículo.
La frase que se agrega es la siguiente: "En estos casos, el asesor externo estará sujeto a las mismas responsabilidades que afectan al Director de Obras . " .
La H. Senadora señora Feliú, señaló que el fundamento de esta indicación es que este asesor externo es una persona nueva que va a tener participación en la aprobación de los permisos de edificación. No son funcionarios y en consecuencia no tendrían la responsabilidad que es propia de éstos, y es de toda lógica que estas personas tengan también responsabilidades por los informes que emitan. En caso contrario las responsabilidades deberían recaer en los funcionarios que se van a ver forzados, en algunos casos, a dar los permisos sobre la base de las recomendaciones que emitan los asesores externos.
Los representantes  de  la  Asociación Chilena de Municipalidades manifestaron su acuerdo con la posibilidad que incorpora la modificación del articulo 144 de la Ley General de Urbanismo y Construcción para que los municipios puedan encomendar a asesores externos la revisión de los anteproyectos y proyectos de construcción para el otorgamiento de permisos de edificación, así como las gestiones necesarias para la recepción de obras, pues señalaron que, en su opinión, viene a solucionar un problema de carácter permanente en los municipios, como es la cantidad de personal asignado a las labores de las Direcciones de Obras Municipales, que puedan dar solución a la gran cantidad de permisos presentados y sin resolver que presentan la mayoría de las comunas del país.
A  su  juicio,  una  solución  de  esta naturaleza resolvería el problema que presentan las plantas de funcionarios municipales, en cuanto a la dificultad para incorporar a un mayor número de profesionales destinados al cumplimiento de estas labores, por la imposibilidad que representa modificar el número total de funcionarios de una Municipalidad o de una planta específica, como los profesionales, por ejemplo; así como también, el grave inconveniente que significa el poder mantener a los buenos funcionarios por largo tiempo en el municipio dado los sueldos que se pagan en estas entidades.
Agregaron, que mejor aún resulta esta iniciativa si estos profesionales contratados como asesores externos al municipio pueden pagarse a través de o por los resultados que obtengan de su trabajo de revisión y recepción de permisos y obras, respectivamente, lo cual resuelve otro problema frecuente, que es no contar con los medios económicos adecuados para contratar a profesionales calificados, incluso cuando se tienen las vacantes requeridas.
Finalizaron su intervención, señalando que es necesario precisar determinados aspectos que resultan imprescindibles para que esta iniciativa pueda concretarse con éxito en los municipios. Estos son:
a)  Que  se  establezcan  por  ley  las responsabilidades que tendrá el asesor externo por las actuaciones y los permisos que por informes favorables suyos se hayan concedido, de modo de asimilarlas, cuando corresponda a la de los Directores de Obras.
b)  Que se disponga que la provisión de estos asesores externos deberá hacerse por concursos públicos al que llamará la propia Municipalidad, entre
los inscritos en el Registro que llevará el Ministerio de Vivienda y Urbanismo para estos efectos.
c)  Que se precisen los requisitos de carácter general que deberán cumplir los profesionales que se desempeñen como asesores externos, sin perjuicio que las Municipalidades puedan establecer otros de carácter especifico.
d)  Que    se    permita    que    las Municipalidades fijen los honorarios de los profesionales que desempeñen estas labores, y que los valores a cancelar por los particulares que requieran de estos servicios sean fijados por la Ordenanza Municipal que establece los Derechos por los diferentes servicios que presta el municipio.
Los representantes   del   Ejecutivo, coincidieron con la idea de la indicación renovada de la H. Senadora señora Feliú, en orden a establecer expresamente la responsabilidad del asesor externo, y para tal efecto propusieron una nueva redacción, que agrega al inciso tercero del articulo 144, aprobado por la Comisión, en su segundo informe, lo siguiente:
"En  estos  casos,  el  asesor  externo responderá civil, penal y administrativamente. La responsabilidad civil se hará efectiva a través de las garantías que hubiere constituido al momento del contrato y la administrativa conforme al procedimiento que se establezca en el reglamento del registro de contratistas, a que se refiere el inciso primero."
El H. Senador señor Sergio Diez señaló que   no   pueden   atribuírsele   responsabilidades administrativas al asesor externo ya que este rio es un funcionario, sin perjuicio de indicar su acuerdo para explicitar las responsabilidades del asesor externo.
Vuestra  Comisión  resolvió  dar  una redacción distinta a la proposición del Ejecutivo, del siguiente tenor:
"En  estos  casos,  el  asesor  externo responderá civil y penalmente. La responsabilidad civil se hará efectiva a través de las garantías que hubiere constituido al momento del contrato. El reglamento que se dicte para el registro de asesores externos, a que se refiere el inciso primero, establecerá las causales de amonestación, suspensión y eliminación del registro por incumplimiento de las obligaciones del contrato.".
 Puesta  en  votación  la  redacción anterior, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión HH. Senadores señores Cooper, Diez, Frei y Letelier.
Como ya se señaló, es necesario hacer presente que el presente informe es complementario del segundo informe de vuestra Comisión, y recae sólo en las indicaciones renovadas Nss. 19 y 25, en conformidad al acuerdo adoptado por la Sala de la Corporación que dispuso que el proyecto volviera a Comisión con ese preciso objeto.
En  mérito  a  lo  expresado  y  a  los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de. Vivienda y Urbanismo os propone las siguientes modificaciones al segundo informe:
Nº 6 bis
Reemplazar  el  N2  6  bis)   que se intercala, en el segundo informe, por el siguiente:
"6 bis) Agrégase en el inciso tercero del articulo 118, a continuación del punto final(.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: "La respectiva Secretaría Regional Ministerial, a su vez, dispondrá de un plazo de quince días hábiles para pronunciarse, en cada oportunidad que su intervención sea requerida.".". (Aprobado por mayoría 3-1)
Agregar,  en  el  inciso  tercero  del artículo 144, a continuación del punto final (.) que pasa a ser plinto seguido ( . ) , disposición contenida en el Ns 9, del artículo único, que se sustituye en el segundo informe, lo siguiente: "En estos casos, el asesor externo responderá civil y penalmente. La responsabilidad civil se hará efectiva a través de las garantías que hubiere constituido al momento del contrato. El reglamento que se dicte para el registro de asesores externos, a que se refiere el inciso primero, establecerá las causales de amonestación, suspensión y eliminación del registro por incumplimiento de las obligaciones del contrato.". (Aprobado por unanimidad 4-0).
En   consecuencia,   de   aprobar   las proposiciones que vuestra Comisión os ha formulado, el proyecto de ley quedaria como sigue:
PROYECTO DE LEY
“Artículo único.- Introdúcense  las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de de  1975,  Ley General  de Urbanismo y Construcciones:
1) Sustituyese el articulo 15, por el siguiente:

"Articulo  15.-  Si  la  División  de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, o las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo, tuvieren conocimiento de que algún Director de Obras o Asesor Urbanista, en el ejercicio de sus funciones, ha contravenido gravemente las disposiciones de esta ley, de su ordenanza general o de aquellas contenidas en los instrumentos de planificación territorial vigentes en la comuna, deberán solicitar la instrucción del correspondiente sumario administrativo a la Contraloría General de la República, debiendo informar de ello al Alcalde respectivo, para los efectos legales a que haya lugar.".
1 bis) Sustituyese el artículo 17, por el siguiente: 
"Artículo 17.- Para los efectos de la presente ley, son arquitectos, ingenieros civiles y constructores civiles, las personas que se encuentran legalmente habilitadas para ejercer dichas profesiones.
La intervención de estos profesionales en una construcción requerirá acreditar que cuentan con patente vigente en la comuna de su residencia o trabajo habitual.".
2) Reemplázase el artículo 18, por el siguiente:
Artículo 18.- El propietario primer vendedor  será  responsable  por  todos  los  daños  y perjuicios que provengan de fallas o defectos en la construcción, sea durante su ejecución o después de terminada, sin perjuicio de su derecho a repetir en contra de quienes sean responsables de las fallas o defectos de construcción que hayan dado origen a los daños y perjuicios.
Los  arquitectos,  ingenieros  y  demás proyectistas, serán responsables por los errores en que hayan incurrido, si de éstos se han derivado daños o perjuicios.
En el mismo caso,  los  constructores serán responsables por las fallas, errores o defectos en la construcción, incluyendo el uso de materiales o insumos defectuosos y las obras ejecutadas por subcontratistas, sin perjuicio de las acciones legales que puedan interponer a su vez en contra de los proveedores, fabricantes y subcontratistas.
Las    personas    jurídicas    serán solidariamente responsables con el profesional competente que actúe por ellas como proyectista o constructor respecto de los señalados daños y perjuicios.
El propietario primer vendedor estará obligado a incluir en la escritura pública de compraventa, una nómina que contenga la individualización de todas y cada una de las personas a quienes pueda asistir responsabilidad de acuerdo al presente articulo. Tratándose de personas jurídicas deberá individualizarse a sus representantes legales.
El perjudicado podrá demandar conjunta y simultáneamente al primer vendedor y a todos y cualquier otro de los responsables, por los daños y perjuicios causados.
La  responsabilidad  civil  a  que  se refiere este artículo, tratándose de personas jurídicas que se hayan disuelto, se hará efectiva respecto de quienes eran sus representantes legales a la fecha de la disolución.
Las acciones para hacer efectivas las responsabilidades a que se refiere este artículo prescribirán en cinco años, contados desde la fecha de la recepción definitiva de la obra por parte de la Dirección de Obras Municipales.'1.
3) Sustituyese el artículo 19 por el "Articulo 19.- Las causas a que dieren lugar las acciones a que se refiere el inciso final del artículo 18, se tramitarán conforme con las reglas del procedimiento sumario establecido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil.".
4) Reemplázase el artículo 20 por el siguiente:
"Artículo 20.- Toda infracción a las disposiciones de esta ley, a su ordenanza general y a los instrumentos de planificación territorial que se apliquen en las respectivas comunas, será sancionada con multa, a beneficio municipal, no inferior a una ni superior a sesenta y cinco unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la paralización o demolición de toda o parte de la obra, según procediere, a menos que el hecho sea constitutivo de delito o tenga una sanción especial determinada en esta ley u otra.
El    que    tenga    interés    actual comprometido podrá denunciar ante la municipalidad, ante la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva o ante el Juzgado de Policía Local correspondiente, el incumplimiento de las disposiciones de los aludidos cuerpos legales y reglamentarios. La denuncia deberá ser fundada y acompañarse los medios probatorios de que dispongan las partes.
Las municipalidades  no podrán cobrar derecho o suma alguna para tramitar las denuncias que se les formulen. El hacerlo constituirá falta grave.". siguiente:
5) Sustituyese el artículo 21, por el "Artículo 21.- Las infracciones a las disposiciones de esta ley, de su ordenanza general y de los instrumentos de planificación territorial serán de conocimiento del Juez de Policía Local respectivo. Tratándose de la responsabilidad de las personas jurídicas se estará a lo dispuesto eri el artículo 28 de la ley Ns 18.287. En caso de disolución, mientras esté pendiente el plazo de prescripción, las acciones se seguirán en contra de los que eran sus representantes legales a la fecha de la disolución.
Las acciones penales relativas a las infracciones a que se refiere el articulo 20 y este articulo, prescribirán en el término de seis meses contado desde la recepción de la obra.".
6) Deróganse los artículos 25 y 26. 6 bis) Agrégase en el inciso tercero del articulo 118, a continuación del punto final(.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: "La respectiva Secretaria Regional Ministerial, a su vez, dispondrá de un plazo de quince dias hábiles para pronunciarse, en cada oportunidad que su intervención sea requerida.".
7) Agrégase el siguiente  nciso tercero, nuevo, al articulo 142:

"Los asesores externos a que se refiere el articulo 144, tendrán libre acceso a todas las obras de edificación y urbanización que les corresponda informar.".
8)   Agrégase   el siguiente inciso segundo, nuevo, al articulo 143:
"Se deberá mantener en el lugar de la obra, en forma permanente y actualizada, un Libro de Obras en el cual se consignarán, debidamente firmadas, las instrucciones y observaciones sobre el desarrollo de las diferentes etapas de la construcción y se dejará expresa constancia de todos los hechos que indique la Ordenanza General, por parte de los profesionales proyectistas, el constructor, el inspector técnico y el supervisor técnico, si los hubiere, pudiendo también registrar sus observaciones los inspectores municipales, cuando lo requieran".
9) Introdúcense las siguientes modificaciones al articulo 144:

a) Agregánse  como  incisos  primero, segundo, tercero, cuarto quinto y sexto nuevos, los siguientes:
"Articulo 144.- La Dirección de Obras
Municipales podrá encomendar la revisión de los anteproyectos y de los proyectos de construcción para el otorgamiento de permisos de edificación, así como las gestiones necesarias para la recepción de las obras, a asesores externos, personas naturales o jurídicas con inscripción vigente en un registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Estas personas deberán suscribir, \in contrato con la Municipalidad, debiendo rendir caución o fianza que garantice el cumplimiento de sus obligaciones a satisfacción de la Municipalidad.
Los  particulares  que  presenten  un proyecto de construcción ante una Municipalidad, podrán solicitar que se les designe un asesor externo que cumpla con los requisitos antes señalados, en cuyo caso el costo del contrato respectivo será a su entero cargo. La Municipalidad no podrá rechazar esta petición.
En el cumplimiento de su cometido, los asesores externos deberán verificar que los anteproyectos, los proyectos y las obras sometidas a su estudio, cumplan con todas las disposiciones legales, reglamentarias y normativas a que están sujetas las respectivas Direcciones de Obras Municipales para el otorgamiento de permisos de edificación y para la recepción de obras, debiendo emitir los informes que se requieran para tal efecto. En estos casos, el asesor externo responderá civil y penalmente. La responsabilidad civil se hará efectiva a través de las garantías que hubiere constituido al momento del contrato. El reglamento que se dicte para el registro de asesores externos, a que se refiere el inciso primero, establecerá las causales de amonestación, suspensión y eliminación del registro por incumplimiento de las obligaciones del contrato.
El o los asesores externos que contrate o designe la Municipalidad en virtud de lo dispuesto en los incisos anteriores, mientras desempeñen la función, estarán impedidos para actuar profesionalmente como proyectistas o constructores en obras que se ejecuten dentro del territorio de la respectiva comuna; como tampoco podrán ser socios, formar parte o tener interés en empresas de construcción que desarrollen proyectos u obras en la misma comuna.
La Dirección de Obras Municipales podrá proceder a otorgar el permiso de construcción o la recepción definitiva, según corresponda, sin nuevo trámite, con el solo mérito del informe favorable que emita en cada caso dicha supervisión técnica y de los documentos que para tal efecto exija la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.
Cuando  haya  intervenido  un  asesor externo y la Dirección de Obras Municipales no se hubiere pronunciado dentro de los plazos señalados en el inciso primero del artículo 118, el permiso de construcción o la recepción de las obras, según corresponda, se entenderán automáticamente otorgados. En caso de rechazo el solicitante podrá presentar un recurso de reposición ante dicha autoridad, en el plazo de 15 días contados desde la notificación de la negativa del otorgamiento del permiso. Para resolver este recurso el Director de Obras Municipales, dentro del plazo de 5 dias contados desde la recepción del recurso, deberá solicitar, acompañando los antecedentes del caso, un informe técnico a la Secretaria Regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, la que tendrá un plazo de 10 dias hábiles para evacuarlo. Recepcionado el informe el Director de Obras Municipales deberá pronunciarse dentro del plazo de 5 dias hábiles. Vencido dicho plazo sin que existiere pronunciamiento se entenderá acogido el recurso y en consecuencia otorgado el permiso o la recepción, según corresponda.".
b) Consultar, como inciso séptimo del actual articulo 144, su inciso primero, sin enmiendas.
c) Contemplar, como inciso octavo del actual articulo 144, su inciso segundo, con la sola modificación de intercalar entre la palabra "totales" y el punto final (.), la siguiente oración: "que no cuenten con la asesoría externa establecida en el presente artículo.".
10) Agrégase el siguiente articulo 144 "Artículo  144  bis:  El  Ministerio  de Vivienda y Urbanismo podrá disponer que en las viviendas que cuenten con financiamiento estatal para su construcción o adquisición exista una adecuada supervisión técnica de las obras o garantía sobre la calidad de la construcción en la forma que el Reglamento determine.".".
Acordado  en  sesiones  celebradas  los días 12 de julio, I2 y 8 de agosto de 1995, con la asistencia de los HH. Senadores señores Sergio Diez Urzúa (Presidente), señora Carmen Frei Ruiz-Tagle y señores Alberto Cooper Valencia (Presidente accidental)(Bruno Siebert Held), Arturo Frei Bolívar y Carlos Letelier Bobadilla (Olga Feliú Segovia).
Sala de la Comisión, a 11 de agosto de 1995.
ROBERTO BUSTOS LATORRE

      SECRETARIO
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RESENA.
I. Boletín Nº 738-14, refundido con el Boletín 674-14.

II. MATERIA: Proyecto de ley sobre modificaciones al DFL N2 458, de 1.975, Ley General de Urbanismo y Construcciones que tienen por objeto favorecer la mejor calidad de la construcción.
III ORIGEN: Mociones parlamentarias. El Boletín Nfi 674-14 correspondiente a la iniciativa del Honorable Senador señor Arturo Frei y el Boletín ns 738-14 de los Honorables Diputados señores Carlos Dupré, Ramón Elizalde, Rubén Gajardo, Mario Hamuy y Andrés Palma, y de los ex Diputados señores Gustavo Cardemil, Luis Leblanc y Guillermo Yunge.
IV. TRAMITE CONSTITUCIONAL:  Segundo trámite. APROBACIÓN POR LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS: Unánime
V. APROBACION POR LA H. CAMARA DE DIPUTADOS: Unánime.

VI. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: El Boletín 674-14 el 28 de Abril de 1992 y el Boletín 738-14 el 7 de Junio de 1994.
VII.  TRAMITE  REGLAMENTARIO: Informe complementario del segundo informe.
VIII. URGENCIA:  Simple.
IX.   LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: DFL N= 458, de 1.975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.
X.    ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO: Consta de un Artículo único dividido en diez numerales.
XI.   PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN:
1.- Mejorar la calidad de la construcción haciendo responsable, al propietario primer vendedor, de todos los daños y perjuicios provenientes de fallas en la construcción, como asimismo determinando las responsabilidades de los arquitectos, ingenieros, constructores y otros proyectistas. Además se establece la inclusión, por el primer vendedor, en la escritura de compraventa, de una nómina de las personas obligadas a responder por fallas o defectos de la construcción.
2.- Mejorar la eficacia de las actuaciones municipales en el ámbito de la construcción, a través, entre otras modificaciones, de la creación de los asesores externos que colaborarán con las Direcciones de Obras Municipales en el otorgamiento de permisos de edificación y en las recepciones de obras.

XII.- NORMAS DE QUORUM ESPECIAL: LOC. Número 9 (que modifica el artículo 144 de la misma ley) del Artículo único. En el evento que la Sala del Senado recogiera la solicitud de la Comisión, formulada en el segundo informe, en orden a reponer el N2 3 del Artículo único del texto aprobado por la H. Cámara de Diputados, deberá ser repuesto con quorum de LOC.
XIII. ACUERDOS:
Número 6 bis: (que modifica el artículo 118 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones) (Aprobado 3 a favor y 1 en contra) (Indicación renovada ns 19).
Número 9: (modificación al artículo 144 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones) (Aprobada 4-0) (Indicación renovada Nº 25).
Valparaíso, 11 de agosto de 1995.

Roberto Bustos Latorre

      --Secretario.

